DEFECTO FACTICO - No se configura teniendo en cuenta que no se demostró que hubo omisión en el decreto y practica de las pruebas

En el caso concreto, no observa la Sala la existencia de los presupuestos a que alude la Jurisprudencia Constitucional para considerar que se estructura el cargo denominado defecto fáctico de la providencia, teniendo en cuenta que no se demostró que hubo omisión en el decreto y práctica de las pruebas; o que se dejaron de valorar; o que en el juicio valorativo se desconocieron las reglas de la sana crítica. Ello aunado al hecho de que el proceso no llegó a la etapa probatoria en la que, en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del C.P.A.C.A., se decide sobre el decreto de las pruebas solicitadas, toda vez que el proceso culminó con la decisión de excepciones previas, que es anterior a dicha momento en la aludida audiencia. 

FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 180 

DEFECTO SUSTANTIVO - No se configura ya que durante la audiencia en la que el apoderado sustento el recurso de apelación, nada dijo acerca de la transgresión de la norma de la conciliación
Para que sea procedente este defecto no basta con mencionar que la providencia incurrió en defecto sustantivo, sino que es necesario demostrar que la decisión cuestionada contradice, de manera manifiesta, el régimen jurídico que debía aplicar. En el caso sub lite, el actor resalta que la oportunidad procesal para alegar el incumplimiento del requisito de procedibilidad de la conciliación era la admisión de la demanda y, que por tanto, al no haber el Juez inadmitido la misma o la parte contraria recurrido el auto admisorio, tal irregularidad quedó saneada, conforme lo dispone el parágrafo del artículo 133 del Código General del Proceso. Cabe anotar que el argumento planteado por el actor no fue objeto de discusión al interior del proceso controvertido, pues como bien lo anotó la Sección Quinta al resolver la primera instancia de la presente tutela, durante la audiencia en la que su apoderado sustentó el recurso de apelación interpuesto contra la decisión de declarar probada de oficio la ineptitud sustantiva de la demanda, nada se dijo acerca de la supuesta trasgresión de esta norma, por lo que no es admisible que en sede de tutela se eleven censuras sobre circunstancias frente a las cuales la autoridad judicial demandada no tuvo la oportunidad de pronunciarse, por no haber sido objeto de discusión.

FUENTE FORMAL: CODIGO GENERAL DEL PROCESO - ARTICULO 133

VIOLACION DIRECTA DE LA CONSTITUCION - No se configura debido a que se exige la conciliación al haber de por medio derechos inciertos y discutibles / CONCILIACION EXTRAJUDICIAL - Constituye requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad y restablecimiento del derecho 

Lo primero que destaca la Sala es que la sentencia de la Corte Constitucional a la que alude el accionante (C-598 de 2011) efectuó un estudio acerca de la conciliación como requisito de procedibilidad para el ejercicio de la justicia formal y mencionó que la exigencia del agotamiento previo de mecanismos alternativos de resolución de conflictos que introdujo el legislador a través de la Ley 640 de 2001 se declaró ajustada a la Constitución en los asuntos civiles, de familia y administrativos susceptibles de conciliación, mediante sentencia C-1195 de 2001,y que hasta ese momento la única materia exceptuada era la laboral. Empero, advierte la Sala que la misma sentencia de constitucionalidad efectuó un recuento de la conciliación en materia administrativa, refiriéndose a la reforma introducida por la Ley 1285 de 2009, que estableció la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad de las acciones de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, consagradas en los artículos 85, 86 y 87 del C.C.A (nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.). De manera que no solamente resulta exigible la conciliación como requisito de procedibilidad en materia laboral, sino que lo es también en tratándose del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho que verse sobre conflictos de carácter particular y contenido económico, a voces de lo dispuesto en los artículos 2 del Decreto 1716 de 2009 y 161, numeral 1… Ahora bien, el actor alega que se trata de derechos ciertos e indiscutibles, no susceptibles de conciliación. Sin embargo, se infiere del contenido del acto acusado y de las pretensiones de la demanda que el asunto es de carácter particular y contenido económico, por cuanto la demanda se instauró con el fin de que se declarara la nulidad del acto administrativo por el cual se retira del servicio activo a un Subintendente de la Policía Nacional y, como restablecimiento del derecho, se ordenara reintegrar al mismo cargo que venía desempeñando y el pago de los salarios, primas, reajustes o aumentos de sueldo y demás emolumentos; por lo que, sin duda, se imponía agotar la conciliación extra judicial, como requisito de procedibilidad de la demanda incoada por el actor.

FUENTE FORMAL: CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTICULO 85 / CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - ARTICULO 86 / CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -  ARTICULO 87 / DECRETO 1716 DE 2009 - ARTICULO 2 / DECRETO 1716 DE 2009 - ARTICULO 161 NUMERAL 1
NOTA DE RELATORIA: En lo relacionado a la conciliación como requisito de procedibilidad para el ejercicio de la justicia formal, ver: sentencia C-598 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

CONCILIACION EN MATERIA LABORAL - Lo que la hace exigible no en el contenido económico de la pretensión sino el carácter discutible y renunciable de los derechos / ACCION DE TUTELA - Providencia cuestionada no incurre en defecto fáctico, ni defecto sustantivo, ni en violación directa de la constitución 

Lo que hace exigible la conciliación no es el contenido económico de la pretensión sino el carácter discutible y renunciable de los derechos… En conclusión, la exigibilidad del requisito de la conciliación prejudicial debe ser analizada en cada caso, atendiendo la naturaleza de los derechos reclamados, de lo que se infiere que la pretensión del actor en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho relacionada con el reintegro al cargo que venía desempeñando en la Policía Nacional y con el pago de los salarios y prestaciones dejadas de percibir desde que se produjo el retiro del servicio, exige la conciliación al no haber de por medio derechos irrenunciables, sino inciertos y discutibles. Ahora bien, en lo que concierne al defecto denominado desconocimiento del precedente se tiene que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, el poder judicial es autónomo e independiente y los Jueces en sus providencias solo están sometidos al imperio de la ley, pero esta regla general de independencia y autonomía no puede considerarse como absoluta, sino que está limitada por la realización de otros valores constitucionales…No obstante lo anterior, la Jurisprudencia Constitucional también ha admitido la posibilidad de que un Juez se aparte de su propio precedente o del precedente de su superior jerárquico, siempre y cuando se sustenten debidamente las razones de su posición (principio de razón suficiente)… Examinada la providencia en cuestión, para la Sala no se configura el mencionado defecto, habida consideración de que, primero, se dictó al interior de un proceso de tutela, cuyos efectos son inter partes, y segundo, difiere del caso sometido ahora a consideración. Por su parte, en el asunto que ahora ocupa la atención de la Sala, se tiene que cuando se declaró probada la ineptitud sustantiva de la demanda, el proceso se encontraba en la etapa de audiencia inicial, es decir, en la etapa que, precisamente, ha establecido el legislador para resolver sobre las excepciones previas y la de conciliación, entre otras; esto es, sobre aquellas excepciones que buscan atacar el ejercicio de la acción, por defectos del procedimiento…por regla general, son materia de conciliación aquellos derechos transables que tengan el carácter de inciertos y discutibles, y en ese caso se discutió un derecho de carácter imprescriptible e irrenunciable, por cuanto se había adquirido el derecho pensional por cumplir con los requisitos exigidos por la ley. Se reitera que, en el caso del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho que persigue el reintegro laboral y el pago de salarios, los derechos en discusión son inciertos y discutibles, lo que les da la connotación de conciliables, tal y como lo señaló la Sección Segunda de esta Corporación en providencia de 12 de mayo de 2015… En este orden de ideas, para la Sala no se configuró el defecto del desconocimiento del precedente judicial…En conclusión, al no acreditarse los defectos endilgados por el actor a la providencia de 3 de septiembre de 2015, proferida por la Sección Segunda -Subsección D- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, se impone confirmar la sentencia impugnada, como en efecto se dispondrá en la parte resolutiva de la presente providencia.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 228 / CONSTITUCION POLITICA - ARTICULO 230

NOTA DE RELATORIA: Al respecto de la aplicación del precedente en el asunto concreto, es un deber de obligatorio cumplimiento, ver: Sentencia T-766 de 2008, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. En cuanto a que la Jurisprudencia Constitucional también ha admitido la posibilidad de que el Juez se aparte de su propio precedente o del precedente de su superior jerárquico, siempre y cuando se sustenten debidamente las razones de su posición, ver: sentencia T-292 de 2006, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.
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Actor: YESID USBALDO MONTES GOMEZ

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCION SEGUNDA - SUBSECCION D

Decide la Sala la impugnación interpuesta por el actor contra la sentencia de 7 de abril de 2016, mediante la cual la Sección Quinta del Consejo de Estado denegó el amparo solicitado.

I – ANTECEDENTES.

I.1.- La acción.

El ciudadano YESID USBALDO MONTES GÓMEZ, obrando en nombre propio y en ejercicio de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, solicitó la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la Administración de Justicia, igualdad, trabajo, mínimo vital y confianza legítima, presuntamente vulnerados por la Sección Segunda -Subsección D- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, al proferir la providencia de 3 de septiembre de 2015, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho radicado bajo el número 2014-01009.

I.2.- Hechos.
1. En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el actor presentó demanda contra la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, con el fin de que se declarara la nulidad de la Resolución núm. 00100 de 9 de enero de 2014, “Por la cual se retira del servicio activo a un Subintendente de la Policía Nacional”, expedida por el Director General de la Policía Nacional.

2. La demanda correspondió al Juzgado Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Zipaquirá, el cual, en audiencia inicial celebrada el 28 de julio de 2015, resolvió declarar probada de oficio la excepción de ineptitud de la demanda, por falta del agotamiento del requisito de conciliación extrajudicial.

3. La Sección Segunda -Subsección D- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, confirmó la decisión del Juez de primera instancia, mediante providencia de 3 de septiembre de 2015.

I.3. Fundamentos de la Solicitud.

A juicio del actor, la providencia del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA incurrió en defecto fáctico, sustantivo, desconocimiento del precedente y violación directa de la Constitución Política.

Adujo que los Jueces de instancia, en cumplimiento de los postulados consagrados en los artículos 2º, 29 y 229 de la Constitución Política, debieron valorar en debida forma cada una de las pruebas aportadas al proceso y abstenerse de declarar la excepción de inepta demanda, por cuanto se discutían derechos laborales cuyo carácter irrenunciable impide someterlos a conciliación.

Explicó que el requisito de procedibilidad previsto en la Ley 1285 de 2009 solo es procedente frente a los efectos económicos de un acto administrativo particular y concreto, o en asuntos susceptibles de transacción y desistimiento.
Afirmó que la oportunidad procesal para alegar el incumplimiento del requisito de procedibilidad de la conciliación era al momento de decidir sobre la admisión de la demanda. Por tanto, la supuesta irregularidad quedó saneada, conforme lo dispone el parágrafo del artículo 133 del Código General del Proceso. 

Sostuvo que en un caso similar, la Sección Primera del Consejo de Estado, mediante providencia de 13 de febrero de 2014 (Expediente núm. 2013-02489-00, M.P. Guillermo Vargas Ayala), indicó que conforme al artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, las irregularidades del proceso se deben tener por subsanadas si no se impugnan oportunamente por los mecanismos que ese Código establece, de tal suerte que al momento de ser admitida la demanda y no impugnar el auto admisorio, se debió dar por subsanada la irregularidad procesal consistente en el agotamiento de la conciliación prejudicial.

Agregó que se desconoció el debido proceso y la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal, habida consideración de que la etapa para alegar la irregularidad procesal en cuestión era en la admisión de la demanda y no la audiencia inicial, pero ni la entidad demandada impugnó el auto admisorio, ni el Despacho sustanciador advirtió tal situación de oficio.

Por último, anotó que en materia laboral, la conciliación no constituye un requisito de procedibilidad de la acción, debido a que los derechos laborales son irrenunciables.

I.4. Pretensiones.

“1. Se tutelen mis derechos constitucionales fundamentales, al debido proceso, estabilidad laboral; el acceso a la administración de justicia, a la igualdad, la confianza legítima, el trabajo, mínimo vital, y la irrenunciabilidad de los derechos mínimos laborales establecidos en las normas del trabajo, en consideración a la relación fáctica esbozada.

2. De igual manera, se REVOQUE y se deje sin valor ni efecto, el contenido de la providencia de primera instancia, proferida por el JUZGADO ADMINISTRATIVO DE DESCONGESTIÓN DEL CIRCUIITO JUDICIAL DE ZIPAQUIRÁ, que declaró probada de oficio la excepción de inepta demanda, el día VEINTIOCHO (28) de JULIO de DOS MIL QUINCE (2015) dentro del Expediente Referencia: 25899-3333-001-2014-01009-00.

3. Como consecuencia de la anterior declaración, se REVOQUE y se deje sin valor ni efecto, el contenido de la providencia de segunda instancia proferida por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA – SECCIÓN SEGUNDA – SUB SECCIÓN “D” M.P. Luis Alberto Álvarez Parra, Magistrado Dr. Jaime Henry Ramírez Moreno, Magistrado Dr Cerveleón Padilla Linares, el día TRES (3) de SEPTIEMBRE de DOS MIL QUINCE (2015), dentro del Expediente Referencia: 25899-3333-001-2014-01009-01.

4. Como corolario de lo anterior, se ORDENE a las entidades accionadas la continuación del proceso contencioso administrativo… en contra de la POLICÍA NACIONAL, radicado bajo el número 25899 33 33 001 2014 01009 00 hasta su culminación, para que se valoren en debida forma los medios de prueba, los postulados constitucionales y demás argumentos que se esbozan en el presente escrito.”

I.5. Contestación.

El Magistrado de la Sección Segunda -Subsección D- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, doctor Luis Alberto Álvarez Parra, mediante escrito visible a folio 137, rindió informe sobre los hechos de la tutela y señaló que:

Esa Corporación tuvo en cuenta que de acuerdo con lo preceptuado en la Ley 1285 de 2009 y en el Decreto 1716 del mismo año, las entidades públicas pueden conciliar total o parcialmente los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, mediante los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.

De conformidad con lo establecido en el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, reglamentado por el Decreto 1716 de 2009, y en concordancia con el artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, para conocer, tramitar y decidir la demanda formulada por el actor, era necesario que se hubiera adelantado el trámite de conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, pues se trata de una controversia de carácter particular y contenido económico, relacionada con el reintegro del actor al cargo que venía desempeñando y con el pago de los salarios y prestaciones dejadas de percibir desde que se produjo el retiro del servicio.

Por tanto, la decisión se adoptó conforme a las normas aplicables al caso concreto.

El Juzgado Tercero Administrativo de Zipaquirá rindió informe sobre los hechos de la presente tutela (folio 142) y expuso que la decisión cuestionada tiene asidero en lo previsto en el artículo 180, numeral 6°, de la Ley 1437 de 2011, que permite al Juez decidir de oficio las excepciones previas.

Agregó que por tratarse de un asunto de carácter laboral y por ser un derecho transable, debió agotarse el requisito de procedibilidad.

El Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional destacó que la acción de tutela no se dirige contra esa entidad sino contra las providencias judiciales que resolvieron la demanda promovida por el actor, las cuales, se ajustaron a derecho, habida consideración de que los Jueces constataron la configuración de una excepción que imponía declarar la ineptitud sustantiva de la demanda.

II. FUNDAMENTOS DEL FALLO IMPUGNADO.

La Sección Quinta del Consejo de Estado, mediante fallo de 7 de abril de 2016, denegó el amparo solicitado.

Señaló que no se demostraron los defectos endilgados por el actor a la sentencia proferida por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA.

Consideró que, en relación con el defecto fáctico, el actor no citó las pruebas que las autoridades judiciales demandadas debieron considerar o valorar para fundamentar su decisión, ni indicó cómo la valoración de tales pruebas pudieron influir radicalmente en el sentido de la decisión.

En cuanto al defecto sustantivo, indicó que el cargo no está llamado a prosperar, por cuanto el motivo de censura no fue planteado por el actor durante el trámite del proceso contencioso, ya que en el recurso de apelación interpuesto contra la decisión del Juzgado únicamente se mencionó que la conciliación prejudicial no era un requisito exigible, pero nada se mencionó sobre el saneamiento de irregularidades procesales y la aplicación de los artículos 133 del Código General del Proceso y 228 de la Constitución Política.

Frente al presunto desconocimiento del precedente judicial, advirtió el a quo que las providencias invocadas por el actor, dictadas en procesos de acciones de tutela por las Secciones Primera y Segunda del Consejo de Estado, constituyen un criterio auxiliar para la orientación de la decisión, pero no son un precedente vinculante “toda vez que en materia constitucional el Consejo de Estado no es el órgano de cierre de esa jurisdicción, luego su aplicación no es obligatoria”.

Y en relación con la sentencia de la Corte Constitucional C-598 de 2011, estimó que tampoco puede alegarse su desconocimiento, comoquiera que la acción pública de inconstitucionalidad no se dirigió contra una norma que estableciera la conciliación prejudicial en asuntos contenciosos de contenido laboral, sino contra la norma que facultaba al Ministerio Público para inadmitir una solicitud de conciliación prejudicial, lo que no guarda relación con el asunto sub judice.

Respecto del cargo relacionado con la violación directa de la Constitución Política, arguyó que, en ejercicio de la autonomía judicial, los Jueces de instancia decidieron de una manera razonable y coherente la procedencia de la conciliación prejudicial en el sub lite, por tratarse de un derecho de contenido económico incierto y discutible.

III. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN.

El actor impugna la decisión reiterando los argumentos expuestos en el escrito de tutela.

Resalta que las providencias censuradas vulneraron el principio de la seguridad jurídica y legítima confianza que se espera de los organismos judiciales, en cumplimiento de su deber de proferir una decisión ajustada a derecho, valorando las pruebas del proceso y la naturaleza de los derechos en discusión, es decir, derechos irrenunciables no susceptibles de conciliación.

Destaca que, conforme al argumento de defensa planteado por el Tribunal accionado, al citar el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, se observa que es precisamente esta norma la que establece la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa cuando los asuntos sean conciliables. Por lo tanto, la norma no aplica para acreencias laborales, tal y como lo sostuvo la Sección Segunda del Consejo de Estado en proveído de 19 de abril de 2012 (Expediente núm. 2011-00105).

Insiste en que la oportunidad para oponer el requisito de procedibilidad como vicio procesal era el momento de la admisión de la demanda, pero como tal decisión no fue impugnada, ni el Juez inadmitió la demanda, se entiende a voces del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, reemplazado por el artículo 133 del Código General del Proceso, que la irregularidad quedó saneada, según la tesis adoptada por la Sección Primera del Consejo de Estado en proveído de 13 de febrero de 2014.

IV. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

En ejercicio de la presente acción, se pretende dejar sin efecto la providencia de 3 de septiembre de 2015, por medio de la cual la Sección Segunda -Subsección D- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA confirmó la decisión de declarar probada de oficio la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda, adoptada por el Juzgado Administrativo de Descongestión de Zipaquirá, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, radicado bajo el núm. 2014-01009.
Al respecto, es menester señalar que la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en sentencia de 31 de julio de 2012 (Expediente núm. 2009-01328, Actora: Nery Germania Álvarez Bello, M.P. María Elizabeth García González), en un asunto que fue asumido por importancia jurídica y con miras a unificar la Jurisprudencia, luego de analizar la evolución jurisprudencial de la acción de tutela contra providencias judiciales tanto en la Corte Constitucional como en esta Corporación, concluyó que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala había sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente núm. AC-10203) han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales. De ahí que a partir de tal pronunciamiento se modificó ese criterio radical y se declaró la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, cuando se esté en presencia de la violación de derechos constitucionales fundamentales, debiéndose observar al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente.

En sesión de 23 de agosto de 2012, la Sección Primera adoptó como parámetros jurisprudenciales a seguir, los señalados en la sentencia C-590 de 8 de junio de 2005, proferida por la Corte Constitucional, sin perjuicio de otros pronunciamientos que esta Corporación o aquella elaboren sobre el tema, lo cual fue reiterado en Sentencia de Unificación de la Sala Plena de 5 de agosto de 2014, (Expediente núm. 2012-02201-01, M.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez).

En la mencionada sentencia, la Corte señaló los requisitos generales y específicos para la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial, así:

“Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los siguientes:

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional [
]. 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable [
].

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez [
].

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna [
].

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible [
].
f. Que no se trate de sentencias de tutela [
].
”  

… Ahora, además de los requisitos generales mencionados, para que proceda una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario acreditar la existencia de requisitos o causales especiales de procedibilidad, las que deben quedar plenamente demostradas. En este sentido, como lo ha señalado la Corte, para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican. 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales [
] o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado [
]. 

i. Violación directa de la Constitución.”

Los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela.

En el presente caso, se cumple con el requisito de la relevancia constitucional, por cuanto la tutela plantea, con suficiente carga argumentativa, la vulneración del derecho fundamental al debido proceso y al acceso a la Administración de Justicia, con ocasión de los defectos fáctico, sustantivo, desconocimiento del precedente y violación directa de la Constitución Política en los que presuntamente incurrió la providencia censurada al declarar probada la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda; contra la decisión de la Sección Segunda -Subsección D- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA no proceden recursos y tampoco se estructuran las causales para la procedencia de los recursos extraordinarios de revisión (artículo 248 y ss. del C.P.A.C.A.) y unificación de Jurisprudencia (artículo 256 y ss., ídem); la providencia cuestionada fue proferida el 3 de septiembre de 2015 y la acción de tutela se interpuso el 22 de febrero de 2016, es decir, en un plazo razonable
; la irregularidad procesal que se alega tuvo un efecto determinante en la providencia, por cuanto dio lugar a que el Tribunal se inhibiera para pronunciarse de fondo sobre el asunto; y, por último, la solicitud identifica los hechos y derechos que se estiman lesionados.
Verificado lo anterior, corresponde examinar si la providencia de la Sección Segunda -Subsección D- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, incurrió en los defectos fáctico, sustantivo, desconocimiento del precedente y violación directa de la Constitución Política.

Causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela.

A través de la providencia censurada, la Sección Segunda -Subsección D- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA confirmó la decisión de declarar probada de oficio la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda, adoptada por el Juzgado Administrativo de Descongestión de Zipaquirá, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, radicado bajo el núm. 2014-01009.

Como fundamento, adujo el Tribunal que la Ley 1285 de 2009, “Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia”, estableció en su artículo 13 la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa, como requisito de procedibilidad de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y de controversias contractuales. Posteriormente, el Decreto 1716 de 2009, reglamentó los asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial y el artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 previó que cuando el asunto controvertido sea conciliable deberá tramitarse la conciliación extrajudicial, como requisito previo de la demanda.

Que, así las cosas, comoquiera que el objeto de la controversia recae sobre un asunto de carácter particular y contenido económico, relacionado con el reintegro del actor y el pago de salarios y prestaciones, era necesario que se agotara la conciliación extrajudicial, como requisito de procedibilidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.

Para resolver, la Sala se referirá a cada uno de los cargos elevados por el actor, contra la providencia en mención:

1. El defecto fáctico como causal especial de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales.

En relación con el defecto fáctico ha indicado la Jurisprudencia que se entiende como aquel que surge o se presenta por omisión en el decreto y la práctica de las pruebas; la no valoración del acervo probatorio y el desconocimiento de las reglas de la sana crítica
. 

En los casos de desconocimiento de las reglas de la sana crítica, la Corte Constitucional ha sostenido que tal situación se advierte cuando el funcionario judicial, en contra de la evidencia probatoria, decide separarse por completo de los hechos debidamente probados y resolver a su arbitrio el asunto jurídico debatido (valoración defectuosa del material probatorio); o cuando a pesar de existir pruebas ilícitas no se abstiene de excluirlas y con base en ellas fundamenta la decisión respectiva.

No obstante, debe destacarse que la procedencia excepcional de la acción de tutela, en estos casos, está supeditada a la irrazonable valoración probatoria hecha por el Juez; es decir, a que el error en el juicio valorativo de la prueba “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el Juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del Juez que ordinariamente conoce de un asunto” 
.
En efecto, cuando se atribuye a una providencia el defecto fáctico, ha dicho la Corte que el papel del Juez constitucional:

“(…) no consiste en suplantar al juzgador de instancia en su tarea de valorar autónomamente los medios de prueba arrimados en forma legal y oportuna al informativo, sino en determinar si al realizar tal actividad incurrió en una ostensible y evidente irregularidad. Es decir, que cuando los Jueces o la Corte conocen de una acción de tutela por vía de hecho deben verificar si al resolver el caso que es materia de análisis el juzgador de instancia en forma abrupta e injustificada se abstuvo de arrimar al proceso el material probatorio necesario para aplicar el supuesto normativo en el que fundamenta su decisión o, aunque teniéndolo, le restó valor o le dio un alcance no previsto en la ley, sin que al ejercer esta función puedan entrar suplantar al juzgador en su función de ponderar en forma autónoma los medios de prueba conforme a las reglas de la sana crítica”.
 (Resaltado fuera del texto).
Es claro pues para la Sala que, en virtud del principio constitucional de autonomía e independencia judicial, les asiste a los Jueces un amplio margen al momento de efectuar la valoración de las pruebas aportadas al proceso, conforme a las reglas de la sana crítica; no obstante, tal poder conlleva un límite, pues no puede ser ejercido de manera arbitraria, en detrimento de las garantías procesales de las partes y de sus derechos fundamentales.

En el caso concreto, no observa la Sala la existencia de los presupuestos a que alude la Jurisprudencia Constitucional para considerar que se estructura el cargo denominado defecto fáctico de la providencia, teniendo en cuenta que no se demostró que hubo omisión en el decreto y práctica de las pruebas; o que se dejaron de valorar; o que en el juicio valorativo se desconocieron las reglas de la sana crítica. Ello aunado al hecho de que el proceso no llegó a la etapa probatoria en la que, en la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del C.P.A.C.A., se decide sobre el decreto de las pruebas solicitadas, toda vez que el proceso culminó con la decisión de excepciones previas, que es anterior a dicha momento en la aludida audiencia.

2. El defecto sustantivo.

El defecto sustantivo se entiende como aquel que se presenta cuando el Juez desconoce las normas aplicables en un caso determinado. Esta causal de procedibilidad de la acción de tutela ha sido objeto de un amplio desarrollo jurisprudencial. Así, por ejemplo, en la sentencia T-949 de 2009 de la Corte Constitucional, se enumeraron los siguientes eventos que dan lugar a conceder el amparo constitucional, por configurarse el aludido defecto:

(i) Cuando la decisión judicial tiene como fundamento una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente, b) ha perdido su vigencia por haber sido derogada, c) es inexistente, d) ha sido declarada contraria a la Constitución, e) a pesar de que la norma en cuestión está vigente y es constitucional, “no se adecúa a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque a la norma aplicada, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a los expresamente señalados por el legislador”;  

(ii) Cuando pese a la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable  o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”  o cuando en una decisión judicial “se aplica una norma jurídica de manera manifiestamente errada, sacando del marco de la juridicidad y de la hermenéutica jurídica aceptable tal decisión judicial”; 

(iii) Cuando no toma en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes; 

(iv) La disposición aplicada se muestra, injustificadamente regresiva o contraria a la Constitución; 

(v) Cuando un poder concedido al Juez por el ordenamiento se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”; 

(vi) La decisión se funda en una interpretación no sistemática de la norma, omitiendo el análisis de otras disposiciones aplicables al caso; y 

(vii) Se desconoce la norma aplicable al caso concreto.

Ha dicho la Corte Constitucional que al examinar estos eventos, el Juez de la tutela se debe limitar a verificar esa ruptura con el ordenamiento constitucional o legal, pues su decisión “no puede constituirse en un escenario para la evaluación acerca del grado de convencimiento que ofrecen los razonamientos elaborados por el Juez ordinario, sino que se restringe a identificar la incompatibilidad entre estos y las normas jurídicas que regulan la materia debatida en sede jurisdiccional”.
 

En conclusión, para que sea procedente este defecto no basta con mencionar que la providencia incurrió en defecto sustantivo, sino que es necesario demostrar que la decisión cuestionada contradice, de manera manifiesta, el régimen jurídico que debía aplicar.

En el caso sub lite, el actor resalta que la oportunidad procesal para alegar el incumplimiento del requisito de procedibilidad de la conciliación era la admisión de la demanda y, que por tanto, al no haber el Juez inadmitido la misma o la parte contraria recurrido el auto admisorio, tal irregularidad quedó saneada, conforme lo dispone el parágrafo del artículo 133 del Código General del Proceso. 

Cabe anotar que el argumento planteado por el actor no fue objeto de discusión al interior del proceso controvertido, pues como bien lo anotó la Sección Quinta al resolver la primera instancia de la presente tutela, durante la audiencia en la que su apoderado sustentó el recurso de apelación interpuesto contra la decisión de declarar probada de oficio la ineptitud sustantiva de la demanda, nada se dijo acerca de la supuesta trasgresión de esta norma
, por lo que no es admisible que en sede de tutela se eleven censuras sobre circunstancias frente a las cuales la autoridad judicial demandada no tuvo la oportunidad de pronunciarse, por no haber sido objeto de discusión.

Recuérdese que uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales es, precisamente, que “la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial”. De manera que, para el defecto sustantivo en concreto, no tiene vocación de prosperidad la censura.

3. Violación directa de la Constitución. 

Esta causal especial de procedibilidad de la acción de tutela se estructura cuando el Juez adopta una decisión que desconoce la Carta Política, ya sea porque: “(i) deja de aplicar una disposición ius fundamental a un caso concreto; o porque (ii) aplica la Ley al margen de los dictados de la Constitución”
.  

En el primer evento, la Corte Constitucional ha dispuesto que procede la tutela contra providencias judiciales por violación directa de la Constitución: (a) cuando en la solución del caso se dejó de interpretar y aplicar una disposición legal de conformidad con el precedente constitucional, (b) cuando se trata de un derecho fundamental de aplicación inmediata,  y  (c) cuando el Juez en sus resoluciones vulneró derechos fundamentales y no tuvo en cuenta el principio de interpretación conforme a la Constitución
. En el segundo caso, ha dicho esa Corporación que, en virtud del artículo 4º Superior, el Juez debe aplicar las disposiciones constitucionales con preferencia a las legales, mediante el ejercicio de la excepción de inconstitucionalidad, cuando advierta incompatibilidad entre éstas y aquellas.

En el caso sub examine, el accionante alega que se dejaron de aplicar postulados constitucionales, en especial los relacionados con la protección del derecho al trabajo, al debido proceso y a la prevalencia del derecho sustancial sobre el procedimental, por cuanto se exigió el requisito de procedibilidad de la conciliación, sin tener en cuenta la calidad de los derechos que se reclamaban, que son ciertos e irrenunciables; además de que ya la Corte Constitucional se había pronunciado en el sentido de declarar que “la única materia donde la conciliación no ha sido aceptada como requisito previo para acceder a la justicia formal es en materia laboral, debido a que de esta se desprenden derechos irrenunciables no susceptibles de desistimiento.”

Lo primero que destaca la Sala es que la sentencia de la Corte Constitucional a la que alude el accionante (C-598 de 2011) efectuó un estudio acerca de la conciliación como requisito de procedibilidad para el ejercicio de la justicia formal y mencionó que la exigencia del agotamiento previo de mecanismos alternativos de resolución de conflictos que introdujo el legislador a través de la Ley 640 de 2001 se declaró ajustada a la Constitución en los asuntos civiles, de familia y administrativos susceptibles de conciliación, mediante sentencia C-1195 de 2001,y que hasta ese momento la única materia exceptuada era la laboral. 

Empero, advierte la Sala que la misma sentencia de constitucionalidad efectuó un recuento de la conciliación en materia administrativa, refiriéndose a la reforma introducida por la Ley 1285 de 2009, que estableció la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad de las acciones de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, consagradas en los artículos 85, 86 y 87 del C.C.A (nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.). 

De manera que no solamente resulta exigible la conciliación como requisito de procedibilidad en materia laboral, sino que lo es también en tratándose del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho que verse sobre conflictos de carácter particular y contenido económico, a voces de lo dispuesto en los artículos 2º del Decreto 1716 de 2009 y 161, numeral 1, del C.P.A.C.A. Los citados textos normativos señalan:

“Decreto 1716 de 2009, “Por el cual se reglamenta el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo 75 de la Ley 446 de 1998 y del Capítulo V de la Ley 640 de 2001”. 

“Artículo 2º: Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.”

“Ley 1437 de 2011. “Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” 

“Artículo 161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.”
Ahora bien, el actor alega que se trata de derechos ciertos e indiscutibles, no susceptibles de conciliación. Sin embargo, se infiere del contenido del acto acusado y de las pretensiones de la demanda que el asunto es de carácter particular y contenido económico, por cuanto la demanda se instauró con el fin de que se declarara la nulidad del acto administrativo “por el cual se retira del servicio activo a un Subintendente de la Policía Nacional” y, como restablecimiento del derecho, se ordenara “reintegrar al mismo cargo que venía desempeñando”  y “el pago de los salarios, primas, reajustes o aumentos de sueldo y demás emolumentos” (folio 33, cuaderno original); por lo que, sin duda, se imponía agotar la conciliación extra judicial, como requisito de procedibilidad de la demanda incoada por el señor YESID UBALDO MONTES GÓMEZ.
Es de resaltar que en materia laboral lo que hace exigible la conciliación no es el contenido económico de la pretensión sino el carácter discutible y renunciable de los derechos. Así lo sostuvo la Sección Segunda del Consejo de Estado, en providencia de 25 de junio de 2014, en el que afirmó:

“A voces del numeral 1º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, “…Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad en toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho…”.

Por manera que, en tratándose del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, regulado por el artículo 138 ibídem, si el asunto se refiere a una reclamación por derechos conciliables, será requisito indispensable para acceder a la Jurisdicción, la realización previa del trámite de conciliación extrajudicial. 

En punto de los asuntos que se consideran conciliables, ya esta Corporación ha explicado en su Jurisprudencia que, en tratándose de derechos laborales y para dar cumplida aplicación al artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, “…son materia de conciliación aquellos derechos transables que tengan el carácter de “inciertos y discutibles”. No obstante, la posición de la Sala referente a la exigibilidad del requisito de la conciliación prejudicial en los términos de la Ley 1285 de 2009, debe ser analizado en cada caso concreto, atendiendo la calidad de los derechos reclamados y la posibilidad de su debate en el escenario conciliatorio”

En otras decisiones y sobre el mismo tema, también precisó esta Corporación que gozaban de la calidad de derechos irrenunciables y, por ende, no susceptibles de conciliación, las prestaciones periódicas, como es el caso de los salarios, en vigencia del vínculo laboral, y las mesadas pensionales, sobre las cuales no hay lugar a transacción por ser derechos ciertos e indiscutibles.

(…)

Vistas así las cosas, se muestra evidente que la reclamación de la demandante, en los términos de su derecho de petición, concierne a derechos inciertos y discutibles, por lo que, al tenor de lo previsto por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, era exigible el trámite de la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad para acceder a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo mediante el ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.

Despejado este punto, fuerza concluir que, si la parte demandante aspiraba a vincular a la actuación procesal en sede judicial al ente territorial Departamento del Chocó para reclamar el reconocimiento y pago de la susodicha sanción moratoria, ha debido convocarlo al trámite prejudicial de la conciliación que se surtió ante el Ministerio Público, por lo que, su omisión, como en efecto se dio, inhibe el ejercicio de la acción en su contra, circunstancia que le da la razón a la recurrente en cuanto a la procedencia de la excepción previa de ineptitud de la demanda por ausencia del requisito de procedibilidad.”
 (Resaltado fuera del texto original).

Posición que ya había sido definida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en el Expediente de tutela núm. 2009-01328-01 (IJ), en el siguiente sentido:

“Empero, estando de por medio derechos de carácter laboral, que algunos tienen la condición de irrenunciables e indiscutibles y otros de inciertos y discutibles, en cada caso en particular debe analizarse el pluricitado requisito de procedibilidad, pues el mismo no siempre resulta obligatorio.

(…)

Conforme quedó reseñado anteriormente, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, la señora NERY GERMANIA ALVAREZ BELLO solicitó la nulidad parcial de (…) por medio de los cuales el Instituto de Seguros Sociales, reconoció una pensión de vejez y resolvió la solicitud de reliquidación de la misma. 

De tal manera que bien puede afirmarse que en este caso, en principio, no era exigible el agotamiento de la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad de la acción instaurada, atendiendo el principio de irrenunciabilidad consagrado en el artículo 53 Constitucional.”
 (Resaltado fuera del texto original).

En conclusión, la exigibilidad del requisito de la conciliación prejudicial debe ser analizada en cada caso, atendiendo la naturaleza de los derechos reclamados, de lo que se infiere que la pretensión del actor en el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho relacionada con el reintegro al cargo que venía desempeñando en la Policía Nacional y con el pago de los salarios y prestaciones dejadas de percibir desde que se produjo el retiro del servicio, exige la conciliación al no haber de por medio derechos irrenunciables, sino inciertos y discutibles, tal y como lo sostuvo la Sección Segunda de esta Corporación en proveído de 12 de mayo de 2015, en el que afirmó:
“A voces del numeral 1 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, constituye requisito de procedibilidad para acceder a la Jurisdicción la realización de conciliación prejudicial cuando se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, siempre que “…los asuntos sean conciliables…”

De manera que, si el asunto es conciliable, esto es, transable, será indispensable para poder impetrar acción ante la Jurisdicción, el que se intente de manera anticipada ante el Ministerio Público un acercamiento que procure solucionar la reclamación del demandante, entendiéndose por tal aquél que refiera a conflicto “…de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan…”  (Subraya fuera de texto)

Así las cosas, cuando la norma aludida se refiere a asunto, no limita su expresión a la mención precisa de los actos a demandar, sino al tema o pretensión que comprenderá el eventual restablecimiento del derecho por causa de la nulidad de la actuación acusada.  Es decir, lo que se puede transar o conciliar no es la declaratoria de nulidad de un acto administrativo, sino las consecuencias que tal declaratoria pueda producir, como es el caso de los eventuales perjuicios que se traducen en aspiraciones de tipo patrimonial, verbi gratia, el reintegro a un cargo, la cancelación de prestaciones sociales dejadas de percibir, el reconocimiento de indemnización por perjuicios de cualquier naturaleza, etc.”
 (Resaltado fuera del texto original).

En definitiva, para la Sala, tampoco prospera el cargo denominado violación directa de la Constitución.

4. Desconocimiento del precedente jurisprudencial.

Ahora bien, en lo que concierne al defecto denominado desconocimiento del precedente se tiene que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, el poder judicial es autónomo e independiente y los Jueces en sus providencias solo están sometidos al imperio de la ley, pero esta regla general de independencia y autonomía no puede considerarse como absoluta, sino que está limitada por la realización de otros valores constitucionales, según lo ha definido la Jurisprudencia Constitucional, al indicar que:
 
“En materia de decisiones judiciales, se destaca el respeto por el principio de igualdad (artículo 13 de la Carta), que supone no solamente la igualdad ante la ley sino también de trato por parte de las autoridades y concretamente igualdad en la interpretación y aplicación de la ley por las autoridades judiciales, garantizándose de esta forma la seguridad jurídica y con ella la certeza de la comunidad respecto a la forma en la que se van a decidir los casos iguales. Como resultado de lo anterior, surge como límite a la autonomía e independencia de los Jueces el respeto por el precedente
.
 

Con fundamento en ello, la Corte Constitucional ha considerado que el respeto y coherencia del funcionario judicial con las decisiones que constituyen un precedente en el asunto concreto, es un deber de obligatorio cumplimiento y no una simple facultad discrecional, aclarando que hay al menos cinco razones que explican dicha postura:

 

“i) el principio de igualdad que es vinculante a todas las autoridades e, incluso, a algunos particulares, exige que supuestos fácticos iguales se resuelvan de la misma manera y, por consiguiente, con la misma consecuencia jurídica; ii) el principio de cosa juzgada otorga a los destinatarios de las decisiones jurídicas cierto grado de seguridad jurídica y previsibilidad de la interpretación, pues si bien es cierto el derecho no es una ciencia exacta, sí debe existir certeza razonable sobre la decisión; iii) la autonomía judicial no puede desconocer la naturaleza reglada de la decisión judicial, pues sólo la interpretación armónica de esos dos conceptos garantiza la eficacia del Estado de Derecho; iv) los principios de buena fe y confianza legítima imponen a la Administración un grado de seguridad y consistencia en las decisiones, pues existen expectativas legítimas con protección jurídica; y iv) por razones de racionalidad del sistema jurídico, porque es necesario un mínimo de coherencia a su interior.” 
.

No obstante lo anterior, la Jurisprudencia Constitucional también ha admitido la posibilidad de que un Juez se aparte de su propio precedente o del precedente de su superior jerárquico, siempre y cuando se sustenten debidamente las razones de su posición (principio de razón suficiente)
.

En el caso sub judice, el actor invoca como precedente desconocido la providencia de 13 de febrero de 2014 (Expediente núm. 2013-02489-00, M.P. Guillermo Vargas Ayala), en la que la Sección primera indicó que, conforme al artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, las irregularidades del proceso se deben tener por subsanadas si no se impugnan oportunamente.

Examinada la providencia en cuestión, para la Sala no se configura el mencionado defecto, habida consideración de que, primero, se dictó al interior de un proceso de tutela, cuyos efectos son inter partes, y segundo, difiere del caso sometido ahora a consideración.
En efecto, en dicha oportunidad la Sala conoció la acción de tutela contra la sentencia mediante la cual el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA confirmó el fallo de primera instancia que declaró probada de oficio la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda, por falta de agotamiento de la conciliación previa. Allí se concluyó que prevalecía el principio de primacía del derecho sustancial sobre el formal, comoquiera que solo hasta la sentencia el fallador advirtió la carencia del requisito de procedibilidad del medio de control, por lo cual no podía declararse inhibido para emitir un pronunciamiento de fondo, cuando ya habían transcurrido todas las etapas del proceso, sin que se advirtiera la omisión de la conciliación extra judicial.

Por su parte, en el asunto que ahora ocupa la atención de la Sala, se tiene que cuando se declaró probada la ineptitud sustantiva de la demanda, el proceso se encontraba en la etapa de audiencia inicial, es decir, en la etapa que, precisamente, ha establecido el legislador para resolver sobre las excepciones previas y la de conciliación, entre otras; esto es, sobre aquellas excepciones que buscan atacar el ejercicio de la acción, por defectos del procedimiento. Al respecto, señala el artículo 180 del C.P.A.C.A.:

“Artículo 180. Audiencia inicial. Vencido el término de traslado de la demanda o de la de reconvención según el caso, el Juez o M.P. ponente, convocará a una audiencia que se sujetará a las siguientes reglas:

(…)

6. Decisión de excepciones previas. El Juez o M.P., de oficio o a petición de parte, resolverá sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva.

(…)

Si alguna de ellas prospera, el Juez o M. P. dará por terminado el proceso, cuando a ello haya lugar. Igualmente, lo dará por terminado cuando en la misma audiencia advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad.

(…)” (Resaltado fuera del texto original).

Se destaca que, en materia de decisión de excepciones previas en la audiencia inicial consagrada en el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, la Sección Segunda de esta Corporación ha señalado que:

“Sobre este tema conviene precisar que, acorde con la finalidad prevista por el numeral 6º del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, en la audiencia inicial el funcionario judicial deberá decidir tan sólo las excepciones que tengan la calidad de previas, es decir, aquellas que se encaminen a atacar la forma del proceso, en procura de evitar decisiones inhibitorias; también podrá resolver, como lo anuncia la norma, las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, pero, en todo caso, encaminadas a atacar el ejercicio de la acción, mas no de la pretensión.

(…)

La finalidad de las excepciones previas, es la de conjurar vicios formales en procura de evitar decisiones inhibitorias o, dada la entidad de las falencias, impedir que continúe el curso del proceso ab initio, ya que no sería posible, ante su existencia, llegar a la sentencia por sustracción de materia; por su parte, la finalidad de las excepciones de fondo, es controvertir la existencia misma y alcance del derecho reclamado por la demandante, por lo que tienen la virtud de enervar las pretensiones y provocar que el fallo correspondiente se constituya en cosa juzgada, dando término de manera definitiva al debate planteado.

Pues bien, teniendo como premisa tales definiciones, debe el Juez, en ejercicio del principio constitucional del iura novit curia, determinar con total claridad, ante omisiones de los postulantes en un proceso sometido a su conocimiento, independientemente del título que hubieren dado a cada una de ellas, si las excepciones planteadas se encaminan a atacar la forma de la demanda o el fondo del asunto, a fin de pronunciarse sobre cada una de ellas en la correspondiente etapa procesal, que para el caso que nos ocupa, las previas lo serán en la audiencia inicial del artículo 180 del C.P.A.C.A. y las de mérito en la de juzgamiento consagrada por el artículo 182 ibídem.”
 (Resaltado fuera del texto original).
Tampoco resulta aplicable al caso concreto la providencia proferida por la Sección Segunda del Consejo de Estado el 19 de abril de 2002 (Expediente núm. 2011-00105-01), que fue invocada por el accionante, comoquiera que es un caso que también difiere del aquí analizado, en el cual se concluyó que, por regla general, son materia de conciliación aquellos derechos transables que tengan el carácter de “inciertos y discutibles”, y en ese caso se discutió un derecho “de carácter imprescriptible e irrenunciable”, por cuanto se había “adquirido el derecho pensional por cumplir con los requisitos exigidos por la ley”.
Se reitera que, en el caso del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho que persigue el reintegro laboral y el pago de salarios, los derechos en discusión son inciertos y discutibles, lo que les da la connotación de conciliables, tal y como lo señaló la Sección Segunda de esta Corporación en la providencia de 12 de mayo de 2015, anteriormente transcrita. 

Por otra parte, conviene señalar que en la misma providencia de 13 de febrero de 2014 anteriormente mencionada
, la Sala destacó las características de la causal de procedibilidad de tutela denominada desconocimiento del precedente judicial y puntualizó que:

“Así, debe anotarse que en línea con los desarrollos de la teoría de los precedentes efectuada por la Jurisprudencia Constitucional y su crucial distinción entre ratio decidendi, obiter dictum y decisum de una sentencia, esta Sala de Decisión ha manifestado que “el desconocimiento de un precedente como causal justificativa de la procedencia de la acción de tutela contra una decisión judicial implica forzosamente la no consideración injustificada de la ratio fijada en una sentencia con fuerza precedencial para resolver un problema jurídico análogo, derivado de unos hechos semejantes a los que se debaten en el caso en cuestión”. Por lo tlnto, para que se configure el defecto invocado no basta con que, en opinión de los actores, la sentencia acusada vaya en contra de conceptos, posiciones o desarrollos de la jurisprudencia.
En rigor, para que se produzca el desconocimiento de precedentes que abre paso a la acción de tutela es imperioso que se esté frente a un verdadero precedente; lo cual implica considerar la analogía fáctica entre el fallo que presuntamente constituye el precedente y el asunto sub examine. Y solo si esa valoración permite concluir que se trata de situaciones análogas, que enfrentan al Juez a un mismo problema jurídico, y que por lo mismo deben prima facie recibir el mismo trato (conforme a los principios de igualdad, seguridad jurídica y confianza legítima) puede hablarse fundadamente de la configuración de este vicio.” (Resaltado fuera del texto original).

En este orden de ideas, para la Sala no se configuró el defecto del desconocimiento del precedente judicial.

En conclusión, al no acreditarse los defectos endilgados por el actor a la providencia de 3 de septiembre de 2015, proferida por la Sección Segunda -Subsección D- del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, se impone confirmar la sentencia impugnada, como en efecto se dispondrá en la parte resolutiva de la presente providencia.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

F A L L A:

Primero: CONFÍRMASE la sentencia impugnada. 

Segundo: Notifíquese a las partes por el medio más expedito y eficaz.

Tercero: Dentro de los diez (10) días siguientes a su ejecutoria, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión y al Despacho de origen el cuaderno original solicitado en calidad de préstamo.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Se deja constancia de que la anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en la sesión del día 8 de junio de 2016.

ROBERTO AUGUSTO SERRATO VALDÉS     MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ          



Presidente 

MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO   
 
       GUILLERMO VARGAS AYALA
�  Expediente núm. 2013-02489-00, Consejero ponente: doctor Guillermo Vargas Ayala.


[�] Sentencia 173/93. 


[�] Sentencia T-504/00. 





[�] Ver entre otras la Sentencia T-315/05


[�] Sentencias T-008/98 y SU-159/2000


[�] Sentencia T-658-98


[�] Sentencias T-088-99 y SU-1219-01


� La Corte Constitucional, en la sentencia SU- 627 de 2015, admitió la procedibilidad de la acción de tutela contra fallos de tutela, en aquellos casos en que se compruebe que existió fraude y, además, se reúnan los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales. Así lo expresó esa Corporación en la citada sentencia, al indicar que: “Si la sentencia de tutela ha sido proferida por otro juez o tribunal de la República, la acción de tutela puede proceder de manera excepcional, cuando exista fraude y por tanto, se esté ante el fenómeno de la cosa juzgada fraudulenta, siempre y cuando, además de cumplir con los requisitos genéricos de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales, (i) la acción de tutela presentada no comparta identidad procesal con la solicitud de amparo cuestionada; (ii) se demuestre de manera clara y suficiente, que la decisión adoptada en la sentencia de tutela fue producto de una situación de fraude (Fraus omnia corrumpit); y (iii) no exista otro medio, ordinario o extraordinario, eficaz para resolver la situación” (Resaltado fuera del texto original).


[�] Sentencia T-522/01


[�] Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01.


� Así lo determinó la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014 (Expediente núm. 2012-02201, Consejero ponente: doctor Jorge Octavio Ramírez Ramírez).





� Ver sentencia T- 458 de 2007 de la Corte Constitucional.


� Ídem.


� Sentencia T-442 de 1994.


� Sentencia T-336 de 2004.


� “Artículo 180. Audiencia inicial. Vencido el término de traslado de la demanda o de la de reconvención según el caso, el Juez o M.P., convocará a una audiencia que se sujetará a las siguientes reglas:


(…)


6. Decisión de excepciones previas. El Juez o M.P., de oficio o a petición de parte, resolverá sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva.


(…)


Si alguna de ellas prospera, el Juez o M. P. dará por terminado el proceso, cuando a ello haya lugar. Igualmente, lo dará por terminado cuando en la misma audiencia advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad.


(…)


10. Decreto de pruebas. Solo se decretarán las pruebas pedidas por las partes y los terceros, siempre y cuando sean necesarias para demostrar los hechos sobre los cuales exista disconformidad, en tanto no esté prohibida su demostración por confesión o las de oficio que el Juez o M.P. considere indispensables para el esclarecimiento de la verdad.





En todo caso, el Juez, antes de finalizar la audiencia, fijará fecha y hora para la audiencia de pruebas, la cual se llevará a cabo dentro de los cuarenta (40) días siguientes.” (Resaltado fuera del texto original).


� Sentencia T-310 de 2009.


� Disco compacto visible a folio 102 del cuaderno original.


� Sobre este asunto en particular, en reciente pronunciamiento de la Sala se indicó: “En relación con los argumentos de la actora acerca de la naturaleza del bien inmueble objeto del contrato de arrendamiento, se advierte que el Juez de primer grado señaló claramente que el mismo ostentaba la calidad de bien fiscal, ante lo cual, la aquí accionante nada dijo al interior del proceso de controversias contractuales,  máxime si se tiene en cuenta que quien impugnó la decisión de primera instancia fue la empresa Terminales de Transporte de Medellín; de tal manera que si dicho argumento no fue ventilado en el proceso ordinario, tampoco lo puede hacer en la acción de tutela, pues ésta no es una tercera instancia para debatir cuestiones que no fueron oportunamente alegadas en el proceso que se revisa.”. (Resaltado fuera del texto original). (Providencia de 2 de marzo de 2016, Expediente núm. 2015-02911-00, Consejera ponente: María Elizabeth García González.


� Corte Constitucional, Sentencia T-704 de 2012. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Ver entre otras, Sentencias T – 199 de 2005, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra; T-590 de 2009, M.P. Luís Ernesto Vargas Silva y T-809 de 2010, M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 


� Expediente núm. 2013-00183-01, Consejero ponente: doctor Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.


� Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Expediente núm. 2009-01328, Actora: Nery Germania Álvarez Bello, Consejera ponente María Elizabeth García González.


� Expediente núm. 2014-00271-01, Consejero ponente: doctor Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.


� Sentencia T-267 de 2013, Corte Constitucional.





� Sentencia T-766 de 2008.


� Ver sentencia T-292 de 2006.


� Providencia de 25 de junio de 2014, Expediente núm. 2013-00183-01, Consejero ponente: doctor Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.


� Up supra página 34.





